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LEY DE CERO TOLERANCIA  A LA EVASIÓN FISCAL 

EXPEDIENTE N.° 21.210 

La suscrita Diputada, integrante de la Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos 

Hacendarios, rinde el presente DICTAMEN NEGATIVO DE MINORÍA sobre el 

expediente legislativo N° 21.210 “LEY DE CERO TOLERANCIA  A LA EVASIÓN 

FISCAL” con fundamento en las siguientes consideraciones: 

1. RESUMEN DEL PROYECTO 

El presente proyecto de ley pretende modificar los artículos 30 y 36 de la Ley N° 

7594 “Código Procesal Penal y sus reformas”, el artículo 90 del “Código de Normas 

y Procedimientos Tributarios” Ley N°7455 y sus reformas y el artículo 3 de la Ley N° 

6815 “Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República”, con la finalidad de 

eliminar la conciliación en materia de los delitos de naturaleza tributaria. 

2. CONSULTAS. 

El proyecto de ley fue consultado a las siguientes instituciones: 

● Corte Suprema de Justicia 

● Procuraduría General de la República 

● Poder Judicial 

● Fiscalía General de la República 

● Ministerio de Hacienda 

 

A continuación se recopilan los extractos más relevantes de las respuestas 

recibidas: 
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2.1 Ministerio Público 

El Ministerio Público por medio de su oficio FGR-427-2019, del 30 de julio de 2019, 

suscrito por la Fiscala General, Licda. Emilia Navas Aparicio, indica que en el 

presente expediente “no se determina con claridad si efectivamente se le va a 

brindar al contribuyente la posibilidad de una salida alterna o si indefectiblemente 

sufrirá la pena de prisión en caso del dictado de una condenatoria en su contra. Se 

entrelazan y mencionan los conceptos de procedimiento abreviado y reparación del 

daño causado, sin aclarar si se trata de la “reparación integral del daño”, como salida 

alterna al proceso”. 

Agrega Navas Aparicio que: “Se vulnera además el principio “non bis in idem”, 

ampliamente desarrollado y que consiste en la prohibición de que un mismo hecho 

resulte sancionado más de una vez por el mismo hecho, al pretender que a pesar 

de que el sujeto activo opte por una salida alterna al proceso, también tenga que 

enfrentar el castigo por lo que se consideran “conductas desviadas”, al tenor de las 

consideraciones bajo estudio”.  

En cuanto a las competencias de la Procuraduría General de la República, la Fiscala 

General indica que “cercenar su participación en delitos tributarios es dejar al Estado 

al arbitrio de las decisiones políticas del Ministerio de Hacienda (Poder Ejecutivo) y 

de acuerdo con este proyecto se anula la participación del Estado como víctima del 

proceso penal”. 

Concluye la Fiscala General que la iniciativa podría presentar violaciones a 

principios Constitucionales. 

2.2 Corte Suprema de Justicia 

La Corte Suprema de Justicia respondió a la consulta realizada por medio del oficio 

SP 2144-19 del 8 de agosto de 2019 indicando que no hay afectación a la 

organización y funcionamiento del Poder Judicial. 

En la deliberación, cabe destacar las siguientes intervenciones: 
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Magistrada Solano: “Cuando escuchamos este tipo de propuestas, uno se alarma 

porque cuando vino el código procesal penal lo que se pretendía era hacer un 

procedimiento diferente de corte acusatorio, de manera que se suponía que el 

Ministerio Público iba a tener posibilidades de tranzar con las partes de manera 

diferente y cada día vemos que con la nueva normativa se vienen cercenando las 

posibilidades que tienen las partes de que se aplican soluciones alternas al conflicto, 

porque sobre todo en materia fiscal creo que lo que le interesaría al país es que la 

gente, en caso de haya evadido algún tipo de impuestos, pague con independencia,  

y cuales son las formas y las multas que pudieran aplicarse, más que a veces la 

sanción penal”.  

Magistrado Cruz:  “Me parece que hay muchas inconsistencias en el tema (…) 

pretende eliminar la posibilidad de ciertas salidas alternas a la evasión fiscal, 

curiosamente disminuye la sanción, desde el punto de vista político criminal lo que 

pretende es evitar una salida alterna, pero al final si queda con una posibilidad de 

que goce de libertad, que a mi me parece que es nada más de modulación 

legislativa”.  

Magistrada Varela:  “Sabemos que esta propuesta tiende a dar más herramientas, 

en principio, para que se pueda hacer ese control, pero me pregunto ¿y no tendrá 

efectivamente esto por lógica impacto por ejemplo en toda la estructura penal, 

investigación? Porque si se va a regular de la manera propuesta, sin duda alguna 

sí va a impactar el sistema operativo penal (…) el sistema de justicia restaurativa, 

que en delitos penales permiten los supuestos que la Ley establece el tema de esa 

solución alterna, y así tiene impacto también positivo en el sistema económico del 

estado, porque entre menos gente tengamos en la cárcel, menos gente el estado 

tiene que estar manteniendo (…) ¿Quien va a atender esa cantidad de evasores? 

¿Cómo se va a atender?”  

Magistrada Rojas: “En realidad no es cero tolerancia a la evasión fiscal, es cero 

tolerancia a los mecanismos alternativos de solución del conflicto en materia Penal. 

Estimo que deberíamos pedirlo, cuál es el sustento técnico que tiene el legislador 

para saber cuántos delitos tributarios en realidad se tramitan en este Poder de la 



Expediente N.° 21.210 

 

Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios 

 

República. La evasión Fiscal (...) el umbral (...) es tan alto para que sea delito, que 

son muy pocos los que se persiguen a nivel jurisdiccional” y agregó que: “A mi me 

parece que la puesta del proyecto no es por la evasión Fiscal, si no por quienes 

cometen delitos de tal trascendencia no devuelvan el dinero, necesariamente o no 

tengan esa opción de llegar a algún acuerdo devolviendo el dinero con los intereses, 

sino, que tengan que descontar los otros mecanismos de sanción. Eso desde el 

punto de vista de proporcionalidad y racionabilidad es discutible desde el punto de 

vista de la Política criminal que impulsa el Legislador” (sic).  

2.3 Ministerio de Hacienda 

Por medio del oficio DVMI-0317-2019 del 19 de agosto de 2019, el Viceministro de 

Ingresos, Nogui Acosta Jaen respondió a la consulta realizada indicando, en cuanto 

a las potestades de la Procuraduría General de la República, que: “preocupa a este 

Ministerio que se elimine la potestad del Estado, en este caso específico de la 

Procuraduría, para determinar en cuáles casos se aplica la figura de la conciliación 

en el caso de los delitos tributarios.” 

Adicionalmente Acosta Jaen considera que: “el Ministerio perdería su participación 

de asesor, así como la posibilidad de utilizar la herramienta de la conciliación en la 

recuperación de los impuestos eludidos, siendo que al iniciar la etapa penal no hay 

ninguna posibilidad de intervención en la reparación integral del daño” y agrega que: 

“se considera que el texto podría plantear una desigualdad entre aquellos 

contribuyentes que excedan los quinientos salarios base, los cuales serían enviados 

al Ministerio Público, no así aquellos que no alcancen esta suma, los cuales podrán 

cancelar el monto adeudado en cualquier etapa del proceso”, concluyendo que: 

“este Ministerio no recomienda la aprobación de este Proyecto”. 

3. AUDIENCIAS REALIZADAS 

No se realizaron audiencias para este expediente.  

4. TRÁMITE LEGISLATIVO 

● 11 de enero del 2019: presentación del proyecto en la corriente legislativa. 
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● 12 de junio del 2019: asignado a la Comisión Permanente Ordinaria de 

Asuntos Hacendarios. 

● 16 de junio del 2019: Publicado en el Diario Oficial Nº 116, en el Alcance N.° 

139, del 21 de junio de 2019. 

● 2 de julio del 2019: Ingresa en el orden del día de la citada comisión. 

● 21 de agosto del 2019: se presenta el informe de subcomisión y dos 

mociones de fondo. 

● 27 de agosto del 2019: se dictamina por el fondo. 

● 9 de setiembre del 2019: se presenta el Informe de Servicios Técnicos. 

5. INFORME DE SERVICIOS TÉCNICOS  

Por medio del oficio AL-DEST-IJU-217-2019, del 9 de setiembre de 2019, el 

Departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos rindió su informe, 

indicando que por medio del objeto del proyecto de ley “se prohíbe la aplicación de 

la reparación integral del daño (artículo 30) y de la conciliación (artículo 36) en el 

caso de los delitos tributarios”. 

Al respecto el citado informe recalca la contradicción entre la exposición de motivos 

y el articulado de la reforma, llamando la atención sobre su relación con la Directriz 

030-P, del 12 de abril de 2012: “Sobre este punto, obsérvese que en estos casos la 

propuesta es establecer una prohibición absoluta de aplicar estos institutos, lo que 

es relativamente inconsistente con la directriz derogada que, según se explica en la 

exposición de motivos, se quiere llevar a rango legal. En este sentido, la directriz de 

030-P de 12 de abril de 2012 no establecía una prohibición total, como la planteada 

en este articulado, sino que restringía su aplicación, pero dejaba abierta la 

posibilidad de aplicar los institutos”. A continuación cita la indicada directriz, la cual 

sí mantiene la posibilidad de conciliar en casos excepcionales y muy calificados, de 

acuerdo a ciertos criterios.  

Por lo tanto se tiene que la directriz en la que supuestamente está fundada la 
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presente iniciativa buscaba restringir la aplicación de la conciliación y no de una 

prohibición, indicar que el presente expediente positiviza lo otrora establecido en 

esa directriz no es preciso. 

Adicionalmente advierte el informe de Servicios Técnicos que en la Ley General de 

Aduanas “también hay delitos de naturaleza tributaria, por lo que convendría señalar 

si éstos también estarían incluidos en la prohibición” y agrega que existen  “diversas 

conductas con distintos grados de gravedad o reproche, por lo que también se 

recomienda establecer, en aplicación del principio de racionalidad y 

proporcionalidad, si la medida propuestas debe aplicarse de igual manera en todos 

los supuestos.” 

Sobre la prohibición a la Procuraduría General de la República de valorar cuál es la 

mejor manera de reponer el daño al Estado, el informe plantea que esto “implica la 

renuncia del Estado, en su papel de víctima de los delitos tributarios, de buscar la 

mejor manera que resolver el conflicto ocasionado por el delito en el caso concreto”. 

Agrega Servicios Técnicos que esta iniciativa no favorece la recuperación de las 

sumas dejadas de percibir y más bien “al promover la continuación del proceso 

penal en todas sus fases, incluyendo la recursiva, puede generar, o no, que se 

ordene el pago de lo dejado de percibir, pero lo esencial sería la discusión acerca 

de la imposición de una sanción penal, lo que se discutiría en un largo tiempo” y aún 

alcanzando una condena en firme, la acción civil resarcitoria “tendría que tramitarse 

por la respectiva ejecución de sentencia, y es importante tomar en cuenta que el 

efectivo pago podría tardar varios años en cumplirse, o inclusive podría quedar sin 

ejecución si las condiciones materiales o económicas de la persona condenada no 

proveen respaldo para cubrirlos, como podría ser el caso de que carezca de bienes 

a su nombre”. 

Concluye que: “De esta manera, se estaría privilegiando la posibilidad de aplicación 

de una sanción, frente a la recuperación de lo que dejado de percibir por la 

administración tributaria”. 

6. CONCLUSIONES. 
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El expediente Nº 21.210, Ley de Cero Tolerancia a la Evasión Fiscal, tiene como 

único fin prohibir la conciliación y la reparación integral del daño, en los delitos 

tributarios. Si bien la suscrita diputada comparte el objetivo final de aprobar reformas 

tendientes a fortalecer la lucha contra la evasión y el fraude fiscal, se considera que 

obligar a la Administración Tributaria a acudir a la vía Judicial implica 

necesariamente analizar los posibles efectos secundarios de encarecer y 

entorpecer las pocas salidas que ha podido tener el Estado costarricense para poder 

recuperar el dinero defraudado.  

Adicionalmente, en la iniciativa analizada no se toman en consideración las costas 

que este proceso supone para el Estado costarricense. Asumiendo el 

comportamiento real del Delito de Fraude a la Hacienda Pública en sede penal, se 

puede concluir con certeza que la relación costo-beneficio para el Estado será 

negativa, además como lo señala el propio Ministerio de Hacienda en su informe 

DGT-1385-2019 este proyecto “puede afectar la recaudación efectiva, en aquellos 

casos en que resulta mejor conciliar y recuperar los adeudos que esperar largos 

procesos penales judiciales”. Además de ello, se limita el poder de dicho Ministerio 

de emitir su criterio sobre las decisiones que se crean oportunas para las finanzas 

públicas en circunstancias extraordinarias como las transcurridas en el año 2018 de 

previo a la aprobación de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Nº 

9635.  

Finalmente, la suscrita diputada considera que el presente expediente podría 

vulnerar principios constitucionales, que crea un portillo legal para que las personas 

que incumplan sus responsabilidades tributarias busquen aletargar los procesos 

cobratorios con el fin de evadir el pago de sus obligaciones y que representa un 

retroceso en la política criminal que debe caracterizar un Estado Social de Derecho, 

al crear una brecha entre las personas que violentan el umbral establecido en 

nuestra legislación para el delito de fraude y quienes puedan permanecer en Sede 

Administrativa a pesar de encontrarse en mora con el Estado. 

7. RECOMENDACIONES 
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De conformidad con lo expuesto anteriormente, queda rendido el presente dictamen 

negativo de minoría, sobre expediente N° 21.210, “LEY DE CERO TOLERANCIA 

A LA EVASIÓN FISCAL” y se solicita al Plenario Legislativo votar negativamente 

el expediente y proceder a su archivo. 
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DADO EN LA SALA DE SESIONES DE LA COMISIÓN PERMANENTE 

ORDINARIA DE ASUNTOS HACENDARIOS. San José, a los once días del mes de 

setiembre de dos mil diecinueve.  

 

 

 

LAURA GUIDO PÉREZ 

DIPUTADA 


